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Concepto No. 028649 del 7 de octubre de 2002

Síntesis: Funciones del Comité de apelaciones y responsabilidad del representante legal.

Con toda atención nos referimos a su comunicación citada en la referencia, en la cual planta algunas inquietudes relacionadas con actuaciones del comité de apelación y responsabilidad del representanta legal.

Respecto al comité de apelación, es necesario puntualizar que éste es un órgano creado en los estatutos, toda vez que el legislador dejó en libertad a los asociados para que éstos en su reglamentación interna que la constituyen los estatutos, creen los órganos que consideren necesarios para garantizar a los asociados el debido proceso y el derecho de defensa que les asiste por la Constitución Política.

Así las cosas, en los estatutos del ente cooperativo, los comités que cree la asamblea general de asociados deberán tener asignadas las funciones y las facultades dentro de las cuales pueden actuar y decidir. En el caso consultado, esto es, la creación de un cargo de secretario para el comité de apelación, deberá acudirse a las facultades y funciones que le han sido asignadas en los estatutos para determinar la legalidad o no de dicha decisión, toda vez que ello escapa a la órbita de competencia de esta entidad.

Ahora, en relación con la responsabilidad del gerente por el despido de 4 empleados de la cooperativa, es dable recordar que el artículo 148 de la Ley 79 de 1988, consagra:

“Las cooperativas, los titulares de sus órganos de administración y vigilancia y los liquidadores, serán responsables por los actos u omisiones que impliquen el incumplimiento de las normas legales y estatutarias  y se harán acreedores a las sanciones que más adelante se determinan, sin perjuicio de lo establecido en otras disposiciones.

Posteriormente, el artículo 149 ibídem señala: 

“Los miembros del consejo de administración y el gerente serán responsables por violación de la ley, los estatutos o los reglamentos. Los miembros del Consejo serán eximidos de responsabilidad mediante la prueba de no haber participado en la reunión o de haber salvado expresamente su voto”. (Resaltado ajeno al texto)

Ahora bien, como quiera que la legislación cooperativa no profundizó el tema, objeto de estudio, es necesario acudir por disposición expresa del artículo 158 de la Ley 79 de 1998, a los preceptos legales del Estatuto Mercantil, el cual reguló en forma expresa el tema de responsabilidad de los administradores. Es así que el 640 consagra:

“Los actos del representante de la corporación, en cuanto no excedan de los límites del ministerio que se le ha confiado, son actos de la corporación; en cuanto excedan de estos límites sólo obligan personalmente al representante”.

De otra parte, el artículo 24 de la Ley 222 de 1995, modificatoria del Código de Comercio, dispone: “los administradores responderán solidaria e ilimitadamente de los perjuicios que por dolo o culpa ocasionen a la sociedad, a los asociados o a terceros.

“No estarán sujetos a dicha responsabilidad, quienes no hayan tenido conocimiento de la acción u omisión o hayan votado en contra, siempre y cuando no la ejecuten.

“En el caso de incumplimiento o extralimitación de sus funciones, violación de la ley o de los estatutos, se presumirá la culpa del administrador “.

De lo expuesto se colige que el representante legal es responsables por sus actos y omisiones que contravengan la ley, los estatutos y reglamentos, su desconocimiento o trasgresión lo hace acreedor a las sanciones que el legislador señale.

En el caso expuesto, considera esta Oficina que es necesario antes de cualquier pronunciamiento, determinar la responsabilidad del gerente frente al despido de los 4 empleados, si el despido se produjo por justa causa plenamente probada, no sería responsable, caso contrario, si el despido se produjo sin justa causa, sería responsable siempre y cuando el juez laboral así lo determine, evento en el cual, podrá iniciarse, si a ello hay lugar por las circunstancias en las que se adoptó la decisión, las acciones de responsabilidad contra el representante legal.

De otra parte, no se puede dejar de lado que el representante legal debe obrar de buena fe, con lealtad y con la diligencia de un buen hombre de negocios. Sus actuaciones se cumplirán en interés de la asociación teniendo en cuenta los intereses de su asociados,  de ahí que sus actos deben cumplirse con entera lealtad, con intención recta y positiva para que así puedan realizarse cabal y satisfactoriamente los fines de la entidad cooperativa.

En virtud de esos principios, es que se impone el deber de observar una conducta transparente y una actividad que debe ir más allá de la diligencia ordinaria porque la ley exige un grado de gestión profesional, caracterizada por el compromiso, actuando siempre con lealtad y privilegiando los intereses de los asociados, no los particulares. No basta conducir los negocios con diligencia y prudencia simplemente mediana, esto es, con la que se espera de un buen padre de familia. La Ley exige a los administradores actuar con la diligencia propia de un buen hombre de negocios, es decir, con aquella que pondría un comerciante normal en sus propios asuntos, lo que supone un mayor esfuerzo y la más alta exigencia para los administradores en la conducción de los asuntos de la entidad asociativa.

Por último el Estatuto en comentó consagró la acción social de responsabilidad, la cual podrá se ejercida, previa decisión de la asamblea general. Si adoptada la decisión por la asamblea, no se inicia la acción social de responsabilidad dentro de los tres meses siguientes, ésta podrá ser ejercida por el revisor fiscal o por cualquiera de los socios en interés de la sociedad.

